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SEGUNDA PARTE 

RÉGIMEN DE LAS DEDUCCIONES 

E L Impuesto de la Renta sobre las actividades mer-
.J cantiles agrupadas en las tres primeras cédulas: 

Comercio, Industria, Ganadería, Agricultura y 
Pesca, grava la utilidad legal cuyos elementos están for-
mados por el ingreso total , m enos las deducciones apro-
badas por la Ley en el artículo 29. La utilidad legal así 
calculada no corresponde frecuentemente con la utilidad 
contable, que tampoco en ocasiones nos refleja exacta-
mente la utilidad real de los negocios. Sin embargo, tan-
to el Derecho Fiscal corno la contabilidad tienden a de-
terminar la utilidad real de los negocios. 

Dentro de esta t endencia, las modificaciones al ar-
tículo 29 tienen la mayor importancia, por cuanto re-
presentan el propósito de la autoridad fiscal de adecuar 
la utilidad legal, base del impuesto, a la utilidad real 
de los negocios. Dentro de esta tesis general, podrán 
apreciarse las ventajas de la reforma al encabezado del 
artículo 29 con el propósito de precisar lo que debe en-
tenderse por ingreso bruto, del cual se parte para restar 
las deduccionPs aprobadas. Ahora se dispone restar del 
ingreso total las devoluciones, descuentos, rebajas y bo-
nificaciones, y al resultado se le llama ingreso neto, para 
distinguirlo del ingreso total o bruto. Un sinnúmero de 
discusiones surgidas en las revisiones fiscales por este 
concepto quedarán superadas y el contribuyente, para 
fijar su utilidad gravable, partirá de su ingreso total 
determinando el ingreso neto, una vez restados los ajus-
tes por los conceptos referidos, y de este ingreso pro-
cederá a deducir los renglones permitidos en el artículo 
29, en lo procedente. 

AMORTIZACIÓN 

La reforma a la fracción II del artículo 29, permite 
una mayor libertad al contribuyente para considerar al-
gunos tipos de gastos como amortizables hasta con el 5 % 
anual señalado por la Ley, o bien computarlos como gas-
tos del ejercicio. El criterio de distinción entre gasto 
amortizable y gasto del ejercicio , se dejó a juicio del 
causante. El segundo párrafo de la fracción II autoriza, 
con la reforma, como gastos del ejercicio, las erogaciones 
por reparaciones, gastos de mantenimiento y conserva-
ción por adaptaciones e instalaciones nuevas, cuando 
no se traduzcan en incremento al activo fijo, siempre que 
se reflejen en los resultados del balance del negocio. 

En consecuencia, el contribuyente tiene frente a sí 
dos caminos por uno de los cuales puede optar: o bien 
las reparaciones, las adaptaciones o instalaciones, así 
como los gastos de mantenimiento y conservación pue-
den afectar los resultados de ese ejercicio en su totali-
dad, porque en realidad no aumentaron el activo fijo, o 
bien, los considera amortizables a l 5% anual, cuando 
impliquen adiciones al activo fijo. 

La reforma del párrafo cuarto de esta misma frac-
ción, no obedece a otro motivo que resolver el problema 
planteado por los contribuyentes, al efectuar gastos por 
reformas y adaptaciones en locales arrendados, y para 
ello se permite amortizar dichas erogaciones en el plazo 
estipulado en el contrato de arrendamiento o concesión, 
siempre que las construcciones ejecutadas o las mejoras 
introducidas, se realicen en los activos fijos tangibles y 
que, en definitiva, pasen a ser propiedad del dueño del 
local, única manera como puede recuperarse oportuna-
mente un desembolso realizado en locales ajenos. 

La última de las reformas a la fracción II, contenida 
en el párrafo séptimo, prohibe amortizar las erogaciones 
efectuadas por concepto de indemnizaciones pagadas a 
los trabajadores de las empresas en caso de separación, 
por lo que, en consecuencia, deben tomarse como gastos 
propios del período, por responder a un concepto de 
pago de derechos adquiridos y no a inversiones en bene-
ficio de ejercicios posteriores. Al respecto, sería de de-
searse se permitiera a las empresas formar una reserva o 
fondo destinado a cubrir esas obligaciones, por medio de 
un por ciento deducible en varios ejercicios anteriores a 
su nacimiento, desde el momento de la iniciación de las 
labores del trabajador a quien con el tiempo deberá in-
demnizarse. 

Las reformas al artículo 29 comentadas, obligaron a 
hacer las correlativas en los artículos 75, 76 y 90, des-
tinados a regir las actividades de los industriales, mine-
ros, agricultores, ganaderos y pescadores. 

La reforma a la fracción XX del artículo 29 de la 
Ley viene a confirmar la política de mayor libertad a 
los causantes, para deducir d eterminado tipo de gastos 
o de amortizarlos, según su propio criterio .' El causante 
podrá considerar deducibles en el ejercicio de que se 
trata, las erogaciones por reparaciones a la maquinaria 
de sus empresas o por gastos de mantenimiento y con-
servación, y aún determinadas adaptaciones a las insta-
laciones existentes que, a juicio del propio causante, no 
vengan a incrementar el activo fijo, conforme al sistema 



adoptado en forma constante por el contribuyente, refle-
jado en los r es ultados contables de la empresa , para evi-
ta r cambios bruscos en la política de los negocws con la 
única intención de buscar mdebidamente una reducción 
d el impuesto, a l cambiar súbitamente de crJterio frente 
a una misma erogac1ón conceptuada como gasto amor-
tiza ble, para considerarla como gasto del ejercicio, sin 
razón suficiente. 

A esta política de mayor libertad en favor del con-
tribuyente corresponderá una vigilancia más estrecha 
por parte de la autoridad calificadora, para evitar cual-
quier forma de evasión de impuesto. 

DEPRECIACIÓN 

La fracción IV del artículo 29 establece una deduc-
ción hasta del 10 % anual, por concepto de depreciación 
de las inversiones realizadas en maquinarias y bienes 
muebles d e:: las empresas, en la Ley de 1954. Esta frac-
ción fue r eformada para permitir una deducción hasta 
d el 20% de la inversión en equipos d e transportes y ma-
terial rodante, de embarcaciones y aeronaves, dando la 
posi bilidad ele reducir el término para recuperar las ero-
gaciones en esos conceptos, en cinco años. La reforma 
r ecoge la autorización otorgada por virtud de Oficio-
circular del 31 de marzo de 1955, según el cual se elevó 
la cuota de depreciación a l 20 % anual, a los equipos 
ele:: transporte y maquinaria para la industria de la cons-
trucción, cuya vida probable, en promedio, no excede 
de cinco aúos. 

La política fiscal con tendencia a acelerar la depre-
ciación de las inversiones en determinada maquinaria, 
ha dado los mejores resultados en países a ltamente des-
arrollados. El industrial se siente a lentado a renovar sus 
equipos y mantenerlos en buen estado y con los últimos 
adelantos, cuando se percata del beneficio fiscal que le 
concede una política impositiva con índices de deprecia-
ción elevados, que si bien es cierto permite una deduc-
ción importante del ingreso total y en consecuencia paga 
menos impuesto por el momento, a un plazo largo per-
mite un desarrollo eficaz ele la industria, y al moderni-
zarse, consigue abatir los costos de producción en bene-
ficio de los consumidores, produciendo, de paso, mayores 
utilidades de las cuales participará el Erario. 

Una política conservadora, con índices de deprecia-
ción bajos, fomenta momentáneamente una más alta re-
caudación, pero al final de cuentas, al no encontrar 
apoyo el industrial para renovar sus equipos, la indus-
tria se anquilosa y vegeta sin progresar, atacada de 
profunda anemia a l contar con maquinaria superada por 
la técnica moderna. 

D e suerte que el contribuyente tiene hasta el 10% 
de de¡jreciación para muebles y maquinaria pesada, y 
hasta el 20 % en vehículos y maquinaria para la cons-
trucción. Sólo que la doctrina aceptada por la legisla-
ción del Impuesto sobre la Renta, en esta materia, exige 
que el coeficiente adoptado, ya sea el permitido por la 
Ley, o bien el autorizado por la Secretaría en casos ex-
cepcionales y con apoyo en la misma fracción comen-
tada, sea un coeficiente fijo y constante, y en ningún 
caso inferior Rl tomado por la propia empresa para de-
terminar la ut;Iidad contable. 

Queda claramente establecido que en materia fiscal 
no puede llevarse un índice de depreciación variable, 
se usen o no las maquinarias, sino uniforme y cons-
tante, para evitar movimientos por concepto de depre-
ciación o d e .'lmortización, según los ejercicios arrojen 
pérdida o utilidad, con ánimo de defraudar. 

El haber duplicado los por cientos de amortización 
y depreciación, para casos especificados en las últimas 
r eformas, d emuestra la tendencia a favorecer la recupe-
ración de las inversiones que p ermita a las empresas 
desarrollarse con las ventajas de las maquinarias más 
modernas. 

DoNATivos 

La fracción VII del mismo artículo 29 circunscribía 
l<:t deducción de los donativos autorizados por la Secre-
taría de Hacienda, a los verificados con fines b8néficos 
o cnltural f's . La experiencia d emostró la insuficiencia 
d e lo concedido, a l comprobarse que un sinnúmero de 
gastos para fines benéficos o culturales, realizados por 

empresas, en rigor no podían autorizarse por no ser pro-
piamente donativos. 

Un país como el nuestro, con una ingente necesidad 
d e difundir la cultura y d e encauzar r ecursos para fines 
de beneficio social, debe procurar, por todos los medios 
a su a lcance, favorecer las erogaciones que por este con-
cepto hagan los particulares. De ahí la reforma a la 
fracción VII del articulo 2!:l, mediante la cual serán ad-
mitidos, no sólo los donativos, sino también los gastos 
realizados por el contribuyente con fines benéficos o 
culturales, contando siempre con la autorización n ece-
saria . 

Además, al permitirse deducciones por este concep-
to, se reitera la tendencia de igualar la utilidad de las 
empresas con la utilidad legal, base del impuesto. 

En ese mismo sentido debe interpretarse la reforma 
del artículo 118 en la fracción VI, p ermitiendo la deduc-
ción de los donativos y gastos autorizados con fines de 
cultura y de beneficiencia, efectuados por los causantes 
de Cédula V. 

SEGUROS PARA INDEMNIZACIONES 

Las primas cubiertas a instituciones mexicanas de 
seguros por las empresas mercantiles, para asegurar a 
sus empleados, son deducibles conforme a la fracción X 
del artículo 29. En la Reforma se amplía el concepto, 
notoriamente en favor de las empresas, para admitir co-
mo deducibles las primas pagadas por ellas para asegu-
rar la vida o accidentes de sus empleados, siendo el 
beneficiario del seguro la propia negociación. En estos 
casos, la suma asegurada no debe exceder a la indemni-
zación que tienen la obliga ción de cubrir, derivada ya 
sea de la Ley Federal del Trabajo o del contrato colec-
tivo. A l dar esta facilidad a los negocios, se protege, en 
el fondo, al trabajador o a los que tienen derecho a su 
herencia, puesto que la indemnización, al ser cubierta 
por un seguro, no pondrá en dificultades económicas a 
los obligados a cubrirla. 

En el momento que el seguro sea liquidado, el con-
tribuyente, como lo ordena el último párrafo de la re-
forma en esta fracción, está obligado a acumular a sus 
ingresos del ejercicio la suma entregada por la compaüía 
de seguros, y podrá deducir de tales ingresos la cantidad 
que a título de indemnización o accidente entregue, ya 
sea a l asegurado o a sus herederos. 

Esta política favorable a las negociaciones y a sus 
empleados y obreros, debe obligar a las mismas a ma-
nejar la deducción con todo ngor y evitar el tomar se-
guros por cuantías injustificadas, con el ánimo de una 
abultada deduccJÓn. La autoridad calificadora, por su 
parte, vigilará estrechamente la justificación de la de-
ducción de primas a que se refiere la fracciÓn X refor-
mada, tomando como base la Ley Federal del Trabajo 
o el contrato colectivo, como ya se dijo, y será escrupu-
losa en rechazar la deducción de pnmas que desborden 
la obligación legal de indemnizar a su personal. 

DIVIDENDOS CONSTRUCTIVOS 

Con apoyo en la fracción XIV del artículo 29, algu-
nas sociedades venían considerando indebidamente como 
deducibles, a título de gasto normal y propio del nego- · 
cío, bs intereses que en favor de los accionistas de una 
empresa, permite cubrir el artículo 123 de la Ley Gene-
ral de Sociedades Mercantiles, también llamados divi-
dendos constructivos. 

Es notorio lo improcedente de la interpretación por 
parte de a lgunos contribuyentes, partidarios de sostener, 
con apoyo en la Ley General de Sociedades Mercan-
tiles, que los referidos intereses debían cargarse a gas-
tos generales y, en consecuencia, ser deducibles para 
efectos fiscales. 

Las autoridades califi cadoras, por su parte, en casos 
como éstos, procedían a rechazar esta deducción, por 
considerar los dividendos constructivos como un divi-
dendo anticipado a cuenta de utilidades futuras, y nunca 
como intereses sobre capitales tomados en préstamo, 
cuya deducción permite la fracción XVIII del artículo 
29, ya que los accionistas no pueden otorgar en préstamo 
las cantidades entregadas como aportación. 

A mayor abundamiento, la fracción X del artículo 
125 expresamente grava, como dividendos, los intereses 
pagados a los accionistas en el caso del artículo 123 de 



la Ley General de Sociedades M ercantiles. Y si por vir-
tud de esa fracción se debe cubrir el impuesto por con-
cepto de utilidades r epartibles, de ninguna manera puede 
dejarse de gravar esa utilidad en las cédulas I, II o III, 
a menos de que se llegara a la aberración de gravar 
como utilidad r epartible, un superávit no sujeto a im-
puesto en las cédulas reservadas a la utilidad de las em-
presas. Todo lo contrario, siempre que existe una utili-
dad en la sociedad puede pensa rse en un reparto de 
dividendos. 

Convencida la autoridad de la necesidad de aclarar 
las normas fiscales para evitar errores de interpretación, 
expresamente prohibió la deducción de los dividendos 
constructivos en la reforma de la fracción comentada, 
que motivó la modificación concordante de la fracción 
X del artículo 125 y fracción I del artículo 138. 

PÉRDIDA EN COBRO DE CRÉDITOS 

La reforma a la fra cción XVI del artículo 29, que 
limita al uno a l millar la deducción sobre ingresos netos, 
por concepto de pérdida en cobro de créditos, obedece 
a una tendencia viciosa de deducir el uno al millar, 
aun cuando los contribuyentes no efectuaren ventas 
a crédito, tesis inonerante, ya que la Ley exige como 
supuesto primordial de tal deducción, la realización de 
ese tipo de ventas. Por ello, se limitó con precisión que 
la deducción por pérdida en cobro ele créditos, sólo es 
procedente cuando los causantes efectúen ventas de m er-
cancías o servicios con base en el crédito de su clien-
tela, y al tratar de efectuar el cobro, en ocasiones en-
cuentran a l comprador en estado de insolvencia, o ni 
siquiera lo hallan, lo que ocasiona la pérdida de la 
cantidad adeudada. 

Es cierto oue el uno a l millar como deducción, para 
el caso de pérdidas en cobro de créditos, es una cuota 
arbitraria, algunas veces superior a la pérdida realmente 
sufrida y la mayoría ele las veces inferior; sin embargo, 
en este caso, la Ley Fiscal fija un por ciento bajo nor-
que no exige la comprobación ele la pérclicla sufrida. Esta 
fracción y la sifn.liente, que admite la deducción del 1% 
sobre ingresos brutos por pérdidas ocasionadas por prés-
tam0s a los a!!ricultores, son quizás las que dan mayor 
motivo a un divorcio entre la utilidad contable y la uti-
lidad le!!al, ba,:;o ele! imnnestn. v es, sin género de duelas, 
uno f1 e lns nrnblemas más difíciles de resolver en el eles-
arrollo del D erecho Fiscal. 

No obstante, por virtud ele las reformas al Regla-
mento, se ha dado un importante paso en esta materia. 
El contribuyente tiene a su favor la deducción directa 
dPl 11110 a l millar sobre ingresos n etos, por concepto de 
pérdida en cobro ele rréditos. v el 1% sobre ingresos por 
nérdicla no recuperada en préstamos a los a g-ricultores. 
P ero como esto no es bastante, como ya se dijo , el exce-
so del uno al millar v del 1% noclrá deducirse, con anoyo 
en la r eforma al artículo 51 del R eglamento, cuando los 
causantes comprueben, con documentación judicial, la 
fa lta ele pago. R eforma de enorme trascendencia. nor 
cuanto permite adecuar la utilidad legal a la utilidad 
contable al aceptar. en Cl'sos comprohaclos, una deduc-
ción por concepto de pérdidas en crédito«. ,:;unerior a la 
com:ideracla en las fracciones XVI y XVII del artícu-
lo 29. 

REQUISITOS DE PROCEDENCIA DE LAS DEDUCCIONES 

El artículo 30 se ocupa de señalar los requisitos que 
deben ll ena r las deducciones autorizadas para su )Jroce-
dencia, y así aclmit8 sólo las relacionafll'ls con los fines 
del n egocio y sean una consecuencia ordinaria y normal 
del giro, que, por otra parte, es tén en proporción con 
sus operaciones; aue cuando se han h echo valer como 
deducciones específicas, no quieran computarse dos ve-
ces tomftndolas nuevam ente para calcular los costos y, 
por último, que todas las erogaciones se cubran real-
m ente en el período ele la declaración, a m enos fle que 
siendo rrastos ele un ejercicio anterior, no hayan afectado 
la ntili flaf1 gmvable de éste, sino la del período motivo 
ele la declat:ación. 

A este artículo se le modificaron las fracciones IV 
y V v se adicionó con la fracción VI. La primera de las 
r efOl:mas, con la finalidad de hacer hincapié en que las 

deducciones autorizadas por el artículo 29, deben refle-
jarse en los resultados de la contabilidad del contri-
buyente, para evitar que deducciones establecidas en la 
Ley sean invocadas con el propósito de abatir el im-
puesto, ya que al no tomarse en cuenta en la contabili-
dad, queda demostrado lo irreal e innecesario de la de-
ducción para el negocio. 

La t endencia de igualar la utilidad legal a la conta-
ble, ha ido obligando a efectuar una serie de reformas 
a la Ley del Impuesto sobre la R enta para estrecha r, 
cada vez más, la diferencia que entre ambas pueda exis-
tir, reformas legales que van aumentando las deduccio-
n es existentes, con algunas de las registradas en las con-
tabi lidades de los negocios, cuando corresponden a ero-
gaciones realmente efectuadas y que tiene carácter gene-
ral. La modificación a la fracción IV obedece a l mismo 
principio de igualar la utilidad legal a la contable, nada 
más que ahora se contempla una situación distinta, la 
que resulta de efectuar deducciones formalmente permi-
tidas en la Ley, aun cuando en la contabilidad de las 
empresas no se realicen. Por lo tanto, era n ecesaria la 
corrección de un camino indebido, que finalmente venía 
a divorciar la utilidad legal de la contable, por una in-
t erpretación errónea de los textos legales. La t esis afir-
mada nor la Ley es irreprochable : sólo se admite la 
deducción cuando afecte las cuentas de los resultados de 
los negocios y se refi era a erogaciones correspondientes 
únicamente al período de la declaración. 

Ahora bien, sólo en los casos de amorti zación y de-
preciación puede existir disparidad entre los datos de 
la.· contabilidad de las empresas y los que se computen 
para efectos fiscales. Con frecuencia, la amortización 
y la depreciación contables se llevan adelante ?e acuer-
do con criterios distintos, como puede ser el tiempo de 
la ejecución de una obra determinada; la depreciación 
en función de las horas traba jadas, la naturaleza del 
terreno, las condiciones climatológicas y otros semejan-
tes. Los empresarios pueden adoptar, para efectos con-
tables el criterio más adecuado a la naturaleza de su 
giro; pero para efectos fiscales, c.oll!<? ya dijimo.s, s?_lo 
existe la posibilidad de la depreciacwn y amortJzacwn 
en línea recta, es decir, con un por ciento fijo y cons-
tante. D e ahí la discrepancia entre las cuentas de amor-
tización y depreciación para la utilidad contable y para 
la utilidad legal base del impuesto. Y con ello se ex-
plica el segund;. párrafo de la. fra.c.ción IV, 
sidera la deduccwn por amorbzacwn y depre.ci!!ClOn, 
como una excepción a la regla general , a l no exigir 9ue 
se afecten las cmmtas de resultados, cuando los por Cien-
tos anua les empleados para efectos contables sean dis-
tintos de los fiscales. 

El tercer párrafo de la fracción mencionada establece 
una excepción a otro princiJ?iO general. ya comentado. 
En este impuesto sólo se admiten deduccwnes por gastos 
correspondientes al ejercicio abarcado por la declara-
ción. La excepción establecida en el tercer de la 
fracción IV del artículo 30, responde a una necesidad en 
el desarrollo de los negocios y da una base legal para 
que algunas erogaciones efectuadas en ejercicios a_nterio-
res a l declarado, afecten este último período, 
que hubiere mediado causa justifica?a para no deducir 
en el ejercicio anterior el gasto realizado, Y no hu-
biere afectado la utilidad gravable de ese penado, en 
tanto qu e afecte la del declarado. 

La reforma a la fracción V del artículo aclara el 
momento en el cual deben llenarse los .reqwsltos de va-
lidez que hacen procedentes deduccwnes, pa_ra evitar 
la corruptela de algunos contnbuyentes que veman cum-
pliendo con los requisitos legales, un3: vez J?lanteado el 
rechazo de la deducción por la autonclad fiscal, ele tal 
manera que cubierto el requisito, ante 
ridad calificadora o en la reconsideracwn 
tiva, la procedencia de la deducción, cuando en 
mediaban lapsos importantes entre ella y 
to de los requisitos indispensables de validez. por 
ejemplo, había casos en que se hacía deduccwn 
su eldos, permitida cuando se cubre el en Ce-
dula IV, y se esperaba a que se realizara el rechazo 
para entonces cubrir el y hacer valer. la deduc-
ción, lo que en el fondo sigmhcabll: el maneJO P?r los 
particulares, de cantidades pertenecientes a l Erano. 
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La refo rma adicionó la fracción V y obliga la com-
probación de haberse llenado los requjsitos ex igidos por 
la Ley, para cada deducción en particLÚar, en la fecha 
de haberse realizado las operaciones correspondientes y, 
en último caso, en la fecha de entrega a la a utoridad ele 
la declaración d el ejercicio. E l Proyecto ele R eformas 
estudia do por los contribuyentes, sólo permitía el pri-
m ero de los supuestos, o sea qne se reunieran los requi-
sitos en la fecha de la reali zación de las operaciones que 
motivan una deducción, y fu e a solicitud ele los contri-
buyentes cuando se a mplió el plazo para fijarlo, a más 
tarda r, el día el e la presentación d e las declaraciones. 
El propósito es bien claro: d eben establecerse obligacio-
nes tributarias d e cumplimiento indudable en cuanto al 
monto y al tiempo ; cualquiera imprecisión al r especto 
provoca una conducta d esigua l de los contribuyentes 
frente al Fisco, contraria a los postulados de genera lidad 
establecidos en la Constitución. 

La reforma admitida por la fracción VI d el artículo 
30 insiste en el propósito que acabamos de comentar, y 
se rechazan de plano deducciones que a todas luces son 
improcedentes, presentadas en las d eclaraciones con el 
ánimo de retener parte del impuesto en las empresas, 
para enterarlo hasta el momento d e la calificación, da-
ñando con ello los intereses de competidores escrupu-
losos en el cumplimiento d e sus obligaciones fiscales y 
con la finalidad, por otra parte, de presentar partidas 
objetables a simple vista , qu e por ser descubiertas fácil-
mente por el investigador fi scal, podrían detenerlo en 
un examen más profundo el e la investigación encomen-
dada. Los cuatro grupos de deducciones inacentables 
aparecen en la fracción VI, y se refieren a 
las provisiones por pagos del impuesto establecido por 
la Ley ele la Renta; provisiones para crea r o aumentar 
reservas ele nasivo por castigos correspondientes a pér-
dida de créditos PTt ele los por cientos fijados 
en las fracciones XVI y XVII del artículo 29, así como 
los excesos sobre los límites autorizados en las deduc-
ciones establecidas en el artículo 29, y, finalmente, la 
deducción de intereses entregados a los accionistas, con 
apoyo en el artículo 1.23 de la Ley General de Socie-
dades M ercantiles, considerados como improcedentes en 
párrafos anteriores. 

Para el caso en que el contribuyente infrinja las 
prevenciones establecidas en la fracción VI del artículo 
30, el párrafo final ordena se cobren recargos al 2% 
mensual, sin exceder del 48% establecido en el Código 
Fiscal, computados desde la fecha de presentación de la 
declaración de que se trata. 

Esta m edida va enderezada en contra d e contribu-
yentes incumplidos y favorece, es cierto, los intereses 
fiscales, pero en forma más destacada a los contribu-
yentes cumplidos en sus obligaciones fiscales, y en defi-
nitiva es un aspecto más de la interpretación fiscal de 
los principios rectores de generalidad y proporcionali-
dad frente a las cargas públicas, establecidos en la Ley 
Suprema. 

I NGREsos POR OPERACIONES AcciDENTALES 

La Cédula I grava la utilidad obtenida por comer-
ciantes y es bien sabido que una de las características 
esenciales para serlo es la habitualiclacl del acto reali-
zado, por hacer el e determinado giro m ercantil su ocu-
pación ordinaria. Sin emba rgo, existen actos accidentales 
ele carácter mercantil , a los cuales la L ey del Impuesto 
sobre la R enta en dicha Cédula concede un tratamiento 
eS))ecífico. 

E l artículo 34 prevé la situación de una persona que 
perciba ingresos por actos accidentales d e comercio y 
señala la utilidad gravable para este causaute d etermi-
na do, restando d el ingreso tota l el costo ele las m ercan-
cías y los gastos directamente relaciona dos con la ope-
ración, sólo que en las reformas a la L ey de 1954 no se 
precisó cuales eran los gastos deducibles del ingreso bru-
to en estos casos. La reforma a l artículo 34 restringe los 
gastos autorizados a los conceptos aprobados en el ar-
tículo 29 y exige se reúnan los requisitos establecidos 
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en el a rtículo siguiente. D e esta manera, en actos acci-
denta les de com ercio, se tendrá con precisión la base 
gravable; partiendo del ingreso bruto se podrán d educir 
el costo de las m ercancías, motivo de la opera ción y los 
gastos qu e como deducciones acepta el artículo 29, en 
!as fracciones aplicables para este tipo ele operaciones y 
tendrá en cuenta el causante los requisitos del artículo 
30, en lo proced ente. La reforma aclara a los contribu-
yentes y a las autoridades ca lificadoras el régimen re-
servado a las operaciones accidentales de com ercio. 

En el artícu lo 58 se derogó el vigente de la Ley 
de 1954, para darle un contenido totalmente distinto 
y resolver un serio problema que afrontaban las empre-
sas y las autoridades hacendarías. 

En una etapa de desarrollo industrial tan vigoroso 
como presenciamos, en ocasiones las empresas se encon-
traban en la necesidad de disponer en venta d e alguna 
parte d e terrenos y edificios de su propiedad registrados 
en su activo fijo, con un valor en libros reducido, poT 
haber sido adquiridos en otras épocas y por encontrarse 
amortizados. En estos casos, una venta d e parte de las 
propiedades inmobiliarias de los negocios, era punto 
menos que incosteable por el elevado impuesto. Había 
que computar como ingreso gravable el precio total d e 
venta, al cual sólo se le podía deducir el valor en libros 
de la cosa y como era necesario acumularlo a los in-
gresos normales del negocio, el gravamen se proyectaba 
en sus niveles más altos, tanto en Cédula I, II o III, 
como en utilidades excedentes, además del impuesto so-
bre dividendos. 

Por tal razón, movimientos económicos importantes 
y necesa rios pa ra las empresas se venían deteniendo por 
el alto gravamen p1·evisto en la Ley y para resolver este 
problema se redactó nuevamente el artículo 58, de acuer-
do con los siguientes principios. Se considera la opera-
ción de venta de inmuebles d el activo fijo que hayan per-
tenecido al negocio en un lapso mayor de cinco años, 
como un acto accidental del comerciante desde el pun-
to d e vista fiscal , tomando en cuenta su diversidad con 
el acto mercantil habitualmente realizado. Entonces, la 
venta de una parte de los inmuebles para ampliar las 
inversiones en m aquinarias, o trasladar el asiento de las 
fábricas o para cualquier otra operación semejante, no 
puede reputarse como un acto habitual d el giro, por ser 
la ocupación principal la venta de determinada mercan-
cía. D entro del Derecho M ercantil esto podrá concep-
tuarse como un acto habitual de comercio, por realizarlo 
un comerciante, sin embargo, para el D erecho Fiscal, 
se reputará accidental al no coincidir con su actividad 
ordinaria. 

Tomando la enajenación de inmuebles como un acto 
accidenta l, se grava sólo con el 20 % de impuesto sobre 
la diferencia que resulte d e deducir del precio de venta 
el valor en libros de di chos inmuebles. Esta ganancia no 
es susceptible de acumularse a los ingresos normales gra-
vados en Cédula I, II o III y sólo deberá computarse 
dentro de la utilidad contable para los efectos del Im-
puesto sobre Ganancias Distribuibles, impues to que a su 
vez no cubrirán los contr ibu yentes en Cédula II y III, 
si el r esultado de la operación accidental se ma ntiene 
en la empresa en las reservas de reinversión, o se lleva 
al capital, como m erced a las reformas d el presente año 
puede hacerse. La ventaja concedida a los contribuyen-
tes en este precepto es evidente; pero como quiera que 
en algunos casos el contribuyente prefiera acumular el 
ingreso derivado d e la venta de terrenos y edificios a los 
ingresos d e! ejercicio, por t ener pérdida durante ese lap-
so, el pá rrafo final del artículo 58 le permite acumular la 
utilidad procedente de la venta de inmuebles con la del 
objeto d e su empresa , para dejarlo en la situación más 
favorable. 

E sta es, como se ve, una de las refom1as que tienden 
a fom enta r el d esarrollo d e los negocios y conceden una 
reducción de impuesto considerable, con la finalidad de 
que el instrumento fiscal no sea obstáculo para el pro-
greso económico general. 

Comercio Exterior 


